Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 16 y 9 minutos) 
Dese cuenta de los asuntos entrados. 
(Se da de los siguientes:) 


SEÑORA SECRETARIA (Sra. Susana Carballal).- Se ha distribuido en Sala el Informe del 
Comisionado Parlamentario para el Sistema Carcelario, doctor Alvaro Garcé. 


(Ingresa a Sala el doctor Alvaro Garcé) 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión tiene el agrado de recibir al Comisionado Parlamentario para el 
Sistema Carcelario, doctor Alvaro Garcé, quien nos había adelantado un informe al que recién dimos 
entrada. De todas maneras, el motivo de su visita es ponernos al tanto sobre lo que ha sido su gestión 
desde que fue nombrado hasta este momento. 


SEÑOR GARCE.- En primer lugar, quiero expresar la satisfacción que siento por poder brindar toda la 
información relacionada con el desempeño de mi cargo. Creo que esta es una instancia absolutamente 
necesaria y así lo habíamos planteado en los meses pasados. Por tanto, reitero mi satisfacción por 
poder tener, a partir de ahora y en forma permanente, la posibilidad de informar a las señoras y 
señores Legisladores ya que, en definitiva, el Comisionado no es otra cosa que un asesor del 
Parlamento, por lo que es natural que exista una instancia donde poder volcar la información. 


En segundo término, quiero aclarar que mi presencia el otro día se debió a la errónea 
interpretación de una cortesía que se tuvo con quien habla. En realidad, lo que sucedió fue que me 
llegó una copia de la citación a los señores Legisladores y por eso entendí que quizás era oportuno 
que me acercara hasta aquí. 


Dicho esto y dando cumplimiento a lo que se pidió, con mucho gusto quiero adelantar 
algunas cifras. Este es solamente un informe preliminar que, desde luego, no pretende sustituir al 
informe general que a su tiempo y en cuanto la Presidencia de la Asamblea General así lo disponga, 
estaremos presentando al Cuerpo, tal como lo dispone el Artículo 2% de la Carta Orgánica del 
Comisionado. 


En el transcurso de este año de gestión nuestra oficina ha atendido a un total de 787 
personas. En el mismo lapso hemos entrevistado -tanto el Comisionado en forma personal como los 
asesores- a un total de 1.603 personas privadas de libertad. 


A partir de marzo de este año contamos con un completo registro de cada uno de los 
entrevistados, la fecha en que se realizó la entrevista y el lugar en que se encuentran recluidos. Esto 
demuestra que a medida que desarrollábamos la actividad, íbamos dejando un registro más completo y 
cabal de ella. Obviamente, esto fue posible con la incorporación de nuevos funcionarios porque, en 
principio, éramos: el Comisionado, su secretaria y dos funcionarios; en la medida que se fue dando una 
mayor complejidad a la oficina, pudimos ir perfeccionando los sistemas de información. 


En este período hemos hecho 99 visitas a las 27 cárceles y hemos estado, por lo menos en 
una oportunidad, en cada una de las cárceles del país. El objetivo es llegar a visitar, por lo menos, dos 
veces cada cárcel antes del informe, es decir antes del mes de agosto o cuando deba presentar dicho 
informe. La idea era hacer una primera gira nacional de relevamiento y una segunda gira completa, a 
los efectos de poder evaluar cuáles han sido los cambios que se han operado durante el período. 


Las quejas recibidas, tanto en la oficina como en ocasión de las visitas a los 
establecimientos, fueron 241. Como resultado de esos planteos recibidos hemos formulado 46 
recomendaciones y hemos realizado 42 pedidos de informes. 


En cuatro Anexos los integrantes de la Comisión tienen lo siguiente. En el Anexo | figura la 
forma en que se integra la oficina del Comisionado Parlamentario. En el Anexo ll tienen una relación de 
cuál es el procedimiento que se da a las quejas, es decir, cómo se cumple la previsión legal en el 
sentido de asignar un número a cada queja y efectuar su posterior seguimiento. Con respecto a la 
cantidad de quejas presentadas, los señores Legisladores verán que esas 241 atañen a distintos 
problemas y son cuestiones que tienen que ver con lo jurisdiccional que, de acuerdo con la 
competencia asignada por ley, estaría fuera del tema del Comisionado. Nosotros simplemente 
tomamos la queja y, si es un tema jurisdiccional -es decir, si refiere al fondo y a la causa y tiene que ver 
con el otorgamiento de una libertad anticipada, con regímenes de visitas, salidas transitorias o lo que 
fuere- declinamos la competencia, pero asesoramos al respecto. En 33 oportunidades se presentaron 
quejas en ese sentido. 


En cuanto a la salud, se presentaron 48 casos; con respecto a malos tratos, 12; sanciones 
arbitrarias, 12; malos tratos a visitas, 6 y traslados, 70. En este sentido, señor Presidente, quiero dejar 
clara y expresa constancia de cuál es la actuación que tiene el Comisionado Parlamentario cada vez 
que se plantea una solicitud de traslado. Tengo aquí, en una carpeta, el pedido realizado por un interno 
que actualmente está alojado en la Cárcel de Canelones y refiero a esto, porque últimamente ha sido 
objeto de comentarios en la prensa. La posición del Comisionado Parlamentario es de no gestionar, por 
sí, traslados; es decir que no pide el traslado, aunque lo hace excepcionalmente en cuanto advierte 
una situación de falta de seguridad, esto es, cuando existe la posibilidad de un riesgo inminente. El 
mecanismo que se aplica es el de que el Comisionado Parlamentario recibe el planteo y da la noticia 
de que se ha planteado una solicitud de traslado a la autoridad correspondiente. Ello está 
documentado en los 70 casos a los que hago referencia. Aquí tengo, no sólo la solicitud realizada por 
este interno, que fue derivado a la Cárcel de Canelones, sino -y está a disposición de la Presidencia y 
de todos los Legisladores- veinte casos más donde el texto es exactamente el mismo; es decir que se 
trata de casos en los que el Comisionado Parlamentario da noticia de la aspiración del recluso. Por lo 
tanto, el que pide no es el Comisionado Parlamentario, sino el recluso; el primero cumple en transmitir 
y en dar esa noticia. Como señalé, la documentación correspondiente está a disposición de los señores 
Legisladores, pues voy a dejarla en manos de la Presidencia para que quien quiera informarse al 
respecto, tenga la posibilidad de hacerlo. 


Los casos denunciados de agresiones de otros internos han sido 11; seguridad y riesgo de 
vida, 8; pedidos de trabajo, 22 y pedidos de oportunidades de educación, 19. 


En el Anexo lll refiero a las resoluciones, específicamente, a las recomendaciones realizadas 
por el Comisionado Parlamentario. Como decía, son un total de 46 y los señores Legisladores tienen al 
final una tabla donde, respetando el principio de la debida reserva del procedimiento -por eso no 
damos nombre y simplemente decimos, por ejemplo, “recluso del Penal de Libertad”, “del Complejo 
Carcelario de Santiago Vázquez”, o de donde fuere- hacemos un resumen de cuál es el asunto y, sobre 
todo, cuándo fue efectuada la recomendación y qué destino tuvo, es decir, si fue aceptada o 
rechazada. De las 46 recomendaciones formuladas, sólo fue rechazada una. En concreto, me refiero a 
la recomendación N* 15 de este año, que refería a la situación de un interno alojado en el Penal de 
Libertad. Después de haber hecho una investigación, entendí que, por lo menos, existía la duda 
razonable respecto de las condiciones de seguridad y, bajo esas circunstancias, preferimos hacer la 
recomendación en el sentido de que se adoptaran medidas cautelares que, de acuerdo con el propio 
tenor de la recomendación, eventualmente podían incluir la reasignación en otro establecimiento, 
dentro o fuera de la Dirección Nacional. Reitero que esa recomendación que fue rechazada no 
pretendía la reasignación, sino la adopción de medidas cautelares, incluyendo la posibilidad de una 
reasignación. Insisto en que fue la única recomendación rechazada. 


En ese sentido, la receptividad por parte de las autoridades penitenciarias a lo largo de todo el 
año fue entre muy buena y excelente. El vínculo con todos los Jefes y Jefas de Policía ha sido el mejor 
y sólo en algún caso se planteó una dificultad importante con la Dirección Nacional de Cárceles. 


En concreto, quiero señalar que en el mes de marzo y a raíz de algún planteo que hicimos 
respecto a la utilización de medios disuasivos dentro del celdario del Penal de Libertad, el ex Director 
Nacional de Cárceles libró una circular dirigida a los Directores de los establecimientos en la que daba 
la orden de tomar nota de todos los reclusos que se entrevistaban con este Comisionado, informar 
todos los sectores de las cárceles que visitaba este Comisionado y, a su vez, dar cuenta de toda otra 
información que fuera de interés para la Dirección Nacional. Eso, a mi juicio, implicaba una clara 
ilegalidad y una violación de lo que es el principio de no interferencia en la labor de un órgano de 
fiscalización. Este tema fue puesto en conocimiento de los Legisladores que integran esta Comisión, 
así como también fue informado el señor Ministro del Interior. En definitiva, si bien nunca llegué a 
recibir la confirmación de que esa circular había quedado formalmente sin efecto, se me dijo por parte 
de las autoridades del Ministerio que la intención era revocar su espíritu. Yo diría que ese fue el único 
episodio realmente preocupante, donde hubo una clara interferencia en lo que es la labor de este 
organismo de contralor. Todo parece indicar que con las nuevas autoridades de la Dirección Nacional 
de Cárceles existe una disposición distinta y que esto que hoy estoy planteando en la Comisión no 
volvería a repetirse. Hago este planteamiento con un único propósito: que la labor de fiscalización del 
cumplimiento de los derechos humanos en las cárceles no sea nunca más interferido en ninguna 
circunstancia. No se trata de un tema personal, sino que es algo institucional que atañe a la propia 
imagen del Parlamento, porque si las autoridades destinatarias del contralor de alguna manera son 
refractarias a él y, sobre todo, si en definitiva se busca neutralizar la posibilidad de contacto entre el 
Comisionado y las personas privadas de libertad, se está incurriendo en una ilegalidad y, a mi modo de 
ver, ello no puede volver a suceder. 


En el Anexo IV hacemos referencia a las visitas, tanto a los establecimientos 
correspondientes a la Dirección Nacional de Cárceles, así como también a las distintas Jefaturas de 
Policía y al Centro Nacional de Rehabilitación. Como ya expresé, dichas visitas fueron exactamente 99. 
En el repartido, los señores Legisladores tienen el detalle de todas las visitas que fueron realizadas 
desde el 28 de julio -que fue la primera- hasta prácticamente el día de la fecha. 


Finalmente, en lo que tiene que ver con las personas atendidas, fueron 787 las que pasaron 
por la oficina del Comisionado y, en total, atendimos a 1.603 en las distintas cárceles. 


Señor Presidente: he realizado este planteamiento en términos muy abreviados, pero 
obviamente el informe anual que se hará a la Asamblea General va a ser muchísimo más extenso. 
Creo que en esta primera instancia de encuentro con la Comisión y de información a ella, los 
principales temas han sido reportados con mucho gusto. Además, estoy a su disposición para contestar 
cualquier duda o para efectuar cualquier aclaración o ampliación de la información que los señores 
Legisladores entiendan oportuno. 


SEÑOR ABDALA.- Me importa todo pero, en primer lugar, quiero manifestarle mi beneplácito por la 
actitud de consustanciación que tiene el Comisionado Parlamentario con respecto a estos temas, 
porque la verdad es que sentimos que buena parte del rediseño democrático tiene que ver con un 
funcionamiento distinto del sistema penitenciario y sé del compromiso que tiene con este capítulo en la 
vida de la República. Así que lo felicito por esto y, más aún, por la valentía de manifestar lo que dijo en 
el penúltimo punto del que hablaba, en donde tuvo un contencioso con autoridades del Poder 
Ejecutivo. 


Personalmente, debo decir que no tengo intención de abordar el escenario pequeño, pero me 
parece que ahí dejó, como al pasar, un tema que no es menor. Digo esto porque no se trata de si existe 
algún tipo de normativa que tiene que caer; creo que no se trata del espíritu, sino de que caiga, si es 
que, efectivamente, esa normativa está vigente. A esto es a lo que me quiero referir, porque si hay 
algún tipo de normativa que está obstruyendo la labor de contralor parlamentario, me parece que la 
tarea de anularla va a contar con el apoyo de todos los miembros de la Comisión, sin importar si son 
hombres o mujeres del Gobierno. De lo que se trata es de entender que para cumplir la tarea hay que 
poder desarrollarla en un escenario de separación de Poderes y con el contralor necesario. 


Entonces, en primer lugar, no me quedó claro si esas normas, ese decreto, esas 
ordenanzas, están vigentes. Aclaro que he llegado tarde, así que si el señor Comisionado me tiene 
que corregir o rectificar, perfectamente, lo puede hacer. 


En segundo término, quiero saber el papel del Poder Ejecutivo al respecto; esto me parece 
imprescindible, porque ha estado cambiando autoridades en la Dirección de Cárceles. En ese sentido, 
en las últimas horas hemos visto una serie de actuaciones; ya vendrá, luego, el momento de compartir, 
quizá, más información al respecto. 


Entonces, repito mis inquietudes: la número uno refiere a si las normas mencionadas están 
vigentes y, la número dos, a conocer la actitud actual del Poder Ejecutivo y del Ministro del Interior. 
Realmente, me parece imprescindible saber, por boca del Comisionado Parlamentario, cómo está 
leyendo todo esto. 


SEÑOR GARCE.- No tengo la confirmación formal de que esa circular -que es de marzo de este año- 
haya sido dejada sin efecto. Sí me consta que las circunstancias han cambiado y que actualmente la 
labor del Comisionado no está siendo interferida ni es objeto de vigilancia o seguimiento. 


SEÑOR ABDALA.- Lo que digo al señor Comisionado es que, realmente, me parece inquietante el 
hecho de no tener información acerca de si la ordenanza está o no vigente y le pediría que hiciera 
todos los esfuerzos para que el Poder Ejecutivo se la brinde. Reitero que me parece imprescindible que 
el Comisionado cuente con esa información, porque no podemos manejarnos en un escenario donde 
ese tema, quizás sí o quizás no esté resuelto y, definitivamente, necesitamos saber qué es lo que está 
pasando con él. 


Lo otro que, imprescindiblemente, también necesitamos es el compromiso de las autoridades 
en el sentido de que estas cosas estén cambiando, porque no es lógico que nos haya pasado lo que 
nos pasó. Presumo que, seguramente, el relevo de las autoridades carcelarias ha de tener que ver con 
parte de las cosas que sucedieron. Digo “presumo” porque hay mucha información con la que no 
contamos los miembros de la oposición, que no siempre tenemos todos los datos pertinentes; es 
posible que los colegas del Gobierno estén más empapados en esto. 


Entonces, el pedido explícito que le hago al Comisionado es que nosotros deberíamos tener 
esa información; me parece que es lo mínimo. De lo contrario, remitimos hoy un pedido en ese sentido 
a la Comisión, que para eso está, porque parte de sus funciones es saber dónde estamos parados en 
estos temas. Si no tenemos clara la normativa en la cual nos basamos, entonces, estamos en un lío. 


En consecuencia, lo hacemos por la vía del Comisionado, que nos parece lo más elegante y 
correcto ya que él es el enlace directo que tendríamos que tener nosotros con el tema penitenciario o, 
si no, los miembros de esta Comisión, de común acuerdo, consensualmente, haremos una solicitud 
para saber si ese marco normativo cayó o no. 


SEÑOR RODRIGUEZ.- Simplemente, quiero destacar el trabajo que está llevando adelante la 
Comisión y agradecer la presencia del Comisionado Parlamentario. 


Creo que venimos atendiendo una vieja carencia del país, relacionada con todo un sistema 
que, de alguna manera, se venía cayendo a pedazos. Pensamos que, de a poco, se está comenzando 
a transitar caminos en los que hay mucho más respeto por el derecho humano que tiene todo recluso. 


No obstante ello, me gustaría volver un poco hacia atrás para formularle una pregunta 
porque, quizás, no entendí bien. Usted decía que la mayoría de los pedidos están referidos a traslados 
y a temas de salud. En cuanto a los traslados, creí interpretar que la gestión de los mismos no sería 
competencia del Comisionado Parlamentario, a no ser que estuviera en juego la seguridad. 


SEÑOR GARCE.- Así es, señor Legislador. 


SEÑOR RODRIGUEZ.- Ahora bien; luego de observar rápidamente el informe, pude advertir que hay 
varios pedidos en los que, como argumento, aparece el tema del acercamiento familiar, no así el de la 
seguridad. Por ejemplo, aquí hay cuatro casos que estarían comprendidos dentro de esta situación. En 
uno de ellos, se dice que se ha trasladado por interés del recluso de volver -por acercamiento familiar- 


a la Cárcel de Durazno. En este sentido, me gustaría que se aclare esta situación, porque yo había 
entendido que se refería a aquellos casos en los que estaba en juego la seguridad del recluso. 


SEÑOR GARCE.- En esos casos, el Comisionado Parlamentario no pidió el traslado, sino que ofició 
como nexo entre el recluso y la autoridad administrativa, es decir, dio noticia de lo que pretendía el 
recluso. 


Ahora bien; nosotros constatamos que los problemas de salud y los pedidos de traslado 
constituyen la inmensa mayoría de las quejas. En general, los pedidos de traslado refieren a una 
situación de insatisfacción, que apunta a que el establecimiento penitenciario no da al recluso el nivel 
que él entiende debe ser el adecuado de acuerdo con su situación y, por lo tanto, solicita ser llevado a 
otro establecimiento. El común denominador de ese tipo de planteos refiere a la solicitud de internos 
que desean salir del Penal de Libertad. 


Si ustedes se fijan en quiénes son los que están identificados -esto es, “recluso del Penal de 
Libertad”, “recluso del COMCAR”- podrán advertir que la inmensa mayoría corresponde a las personas 
que están alojadas en el Penal de Libertad. Además, debe tenerse en cuenta que la mayor parte de 
esos pedidos coincidió con el momento en que nosotros recibíamos una gran cantidad de denuncias. 
Concretamente, me estoy refiriendo al mes de febrero, en el que todos los días recibíamos tres o 
cuatro denuncias por presuntos malos tratos. 


En la medida en que se produjo un cambio en la política de reclusión del Penal de Libertad - 
aclaro que no me refiero al cambio a nivel de la Dirección del Penal, que se produjo hace escasas 
semanas- se dejó de usar en forma abusiva las armas de fuego y se dio a los reclusos otra oportunidad 
de plantear sus aspiraciones. Una vez que esto ocurrió en el Penal, en forma inmediata comenzó a 
disminuir la cantidad de pedidos. A tal punto esto fue así que, a pesar de que ahora cambió el Director 
del Penal de Libertad y se mantuvo el Jefe de Reclusión -que había sido sustituido en el mes de marzo 
O abril- se confirmó esa línea de cambio. 


Es más; ahondando en el tema, puedo decir que en el texto de un oficio del Comisionado 
Parlamentario, se establece lo siguiente: “Por la presente y en el marco de la Ley N* 17.684, me dirijo a 
usted” -a la autoridad penitenciaria que corresponda- “a fin de ponerlo en conocimiento de” -la carta, el 
pedido o la aspiración del recluso, cuyo nombre se detalla- “ser trasladado o realojado en otro 
establecimiento penitenciario”. Luego, se explica el motivo que, por ejemplo, puede ser el de 
acercamiento familiar. Cuando se trata de un tema de seguridad, claramente lo planteo y fundamento y, 
quizás, ya no oficio como un simple nuncio de la voluntad, sino que debo hacer algo más y establecer, 
luego de la investigación sumaria, que la seguridad de la persona está en riesgo y que, por lo tanto, 
recomiendo las medidas de seguridad. 


En algunos casos, la seguridad implica el traslado a otro establecimiento; en otros, no. Tal 
como está detallado en la planilla, en ciertas oportunidades el pedido de reasignación ha sido dentro 
del propio establecimiento. Si se trata, por ejemplo, de una situación de contienda con otro interno, 
basta con separarlos y con eso alcanza. Pero algunas veces no es suficiente. 


Espero haber sido claro en estas manifestaciones. 


SEÑOR BERNINI.- En primer lugar, damos la bienvenida al doctor Garcé. En segundo término, 
queremos decir que si bien quienes hemos venido participando en la Comisión de Derechos Humanos 
de la Cámara de Representantes estamos bastante cerca del señor Comisionado, me anoté para hacer 
uso de la palabra ante la inquietud del señor Representante Abdala, que me parece válida en la medida 
en que, como él bien decía, está ingresando al tratamiento de este tema a partir del documento que 
nos acaba de entregar y las palabras del señor Comisionado. 


Concretamente, quería destacar la valoración que él hacía con respecto a que la relación ha 
sido de muy bueno a excelente. Solamente en un caso tuvo cierto nivel de dificultad. Voy a aliviar al 
señor Comisionado -porque me consta y lo hemos conversado bastante- con respecto a que había un 


nivel de dificultad que era el relacionamiento con el Director General de Cárceles, que fue removido de 
su función. 


Como un espectador más de las noticias -no por información privilegiada ni mucho menos 
por el lugar donde me toca estar circunstancialmente- quiero destacar que uno de los motivos por los 
que se removió al Director General -lo que fue dicho públicamente por el señor Ministro del Interior, 
doctor José Díaz- fue, precisamente, su mala relación con el señor Comisionado y anoto esto como un 
elemento que puede esclarecer más aún la inquietud planteada, que es de todos. 


Si uno analiza las cifras -además de haber trabajado mucho, lo que está muy bien- se 
percibe que es más que elocuente cómo se ha movido, a cuántas cárceles fue, con cuántos presos 
pudo estar, cómo atendía en la oficina. De alguna manera, su propia valoración demuestra un camino 
que siempre hay que perfeccionar, pero que ha tenido ciertas ventajas para algo nuevo. Si a ello le 
agregamos que se da en un marco jurídico que tiene que ver con las cárceles y ha sido algo novedoso 
a partir de la aprobación de la Ley de Humanización de Cárceles, también es tarea del Comisionado 
vigilar que eso se cumpla. En más de una oportunidad, nos ha manifestado su preocupación por el 
tema de los estudios, la baja de la pena en función del trabajo, elementos que se han venido 
reglamentando, pero que ha costado implementarlos. Personalmente, evalúo la tarea del señor 
Comisionado en función de ese nuevo escenario, que no sólo tenía connotaciones concretas a partir de 
los artículos de la ley, sino a partir de lo que me atrevería a llamar -y esto corre por mi cuenta- una 
nueva concepción en materia de cómo atender el sistema carcelario y lo que implica el preso como 
sujeto de derecho. Bienvenido sea el informe. Simplemente, quería hacer esta valoración política 
general. En lo particular, aparte de saludar al doctor Garcé como siempre lo hago, quería aclarar que 
me consta -insisto en esto y termino- que uno de los motivos por el que se removió al Director General 
de Cárceles fue, precisamente, su mala relación con el Comisionado. 


SEÑORA PERCOVICH.- Quiero reiterar el beneplácito de la instalación de la Comisión y de recibir al 
Comisionado. Me gustaría tener algún informe más en relación a los reclamos. ¿Cómo se procesan y 
qué evaluación se ha hecho de todos estos reclamos en relación a tres áreas: salud, trabajo y 
educación? ¿Se procesan directamente hacia el Ministerio para que se haga un seguimiento en estas 
áreas? Especialmente me preocupa el tema de la salud, que siempre ha sido un punto débil en las 
instituciones carcelarias. 


SEÑOR GARCE.- En general, los planteos que tienen que ver con salud, trabajo y educación 
provienen de reclusos alojados en establecimientos dependientes de la Dirección Nacional de 
Cárceles, porque -la experiencia lo demuestra- cuando las cárceles son más pequeñas -como es el 
caso de las cárceles departamentales- es más fácil poder dar atención a las cuestiones relacionadas 
con la salud e, incluso, dar oportunidades de educación. Entonces, lo que hacemos normalmente, por 
ejemplo, en el caso de la salud, es que alguno de los profesionales que integran el equipo del 
Comisionado directamente entrevista a quien ha planteado la queja, evalúa la situación y, en función de 
ese informe, damos traslado a la propia Dirección Nacional. Si se trata de algún recluso o reclusa 
alojado en una cárcel dependiente de una Jefatura de Policía, hacemos el contacto directamente con el 
Jefe o Jefa, según el caso. 


Por su parte, con la señora Ministra de Salud Pública hemos conversado en más de una 
oportunidad, pero lo hemos hecho en un plano general y apuntando hacia el gran objetivo del Hospital 
Penitenciario. Es decir que no hemos hablado con el Ministerio acerca de estos casos concretos, sino 
que, por lo común, los derivamos a las autoridades de la Dirección Nacional o al Jefe o Jefa de Policía, 
según el caso. 


En los planos del trabajo y de la educación hay que destacar que ambos temas están 
directamente relacionados con el artículo 13 de la Ley de Humanización de Cárceles que prevé -como 
mencionaba el señor Representante Bernini- el instituto de la redención de la pena por trabajo o por 
estudio. Allí hemos planteado la necesidad de que se dé cumplimiento a este buen pasaje de la ley 
que, realmente, es un instituto que en el Derecho Comparado ha dado notables resultados; por lo 
tanto, la tarea ha sido, de alguna manera, que se comience a andar en ese tramo. 


En materia de educación parece un retroceso muy fuerte que en este momento no existan 
maestros en la mayor parte de las cárceles. Durante muchísimo tiempo, en el sistema penitenciario, ha 
habido por lo menos un maestro o una maestra en cada cárcel. Ahora no los hay, sobre todo en el 
interior del país; esto depende, muchas veces, de la buena voluntad que pueda tener un maestro para, 
en forma voluntaria, llegar hasta la cárcel y realizar su tarea. Hubo una iniciativa planteada en el mes 
de febrero a la señora Directora General de Primaria que pretendía que se adjudicara un maestro o 
una maestra, con una dotación de veinte horas semanales, para cada una de las cárceles. Esto se 
conversó en la mañana de un viernes, fue tratado por el Consejo de Primaria el martes siguiente, fue 
aprobado inmediatamente y pasó al CODICEN. Lamentablemente el planteo de este tema en el 
CODICEN coincidió -según creo- con una medida de carácter gremial y el Departamento 
correspondiente, que era la Gerencia de Programas Especiales, no pudo considerar a tiempo la 
solicitud, comenzó el año lectivo y, en definitiva, no se llegó a tener un maestro o una maestra tal como 
lo habíamos planteado. Sin embargo, tal iniciativa fue aprobada y creo que sería algo como para poner 
en marcha. Es imprescindible que se asigne por lo menos un maestro o una maestra para cada una de 
las cárceles y en el caso de la Dirección Nacional habría que reforzar a los cuatro o cinco maestros con 
los que ya cuenta. 


En el caso del trabajo existe una mejora interesante, por lo menos en las cárceles del interior, 
donde ha habido un aumento real de la cantidad de personas que están en situación de cárcel y que 
hoy trabajan, fundamentalmente por el lado de las chacras policiales. Creo que esa es la alternativa 
más sencilla y en muchos departamentos los Jefes y Jefas de Policía han tenido el valor de apostar, 
luego de una cuidadosa selección, a que algunos internos pasen a trabajar en esas chacras y la 
realidad demuestra que no ha habido ninguna crisis de seguridad en esos lugares donde se llevó a 
cabo dicha apuesta y estoy pensando, por ejemplo, en el departamento de Lavalleja. Esto ha permitido 
no sólo estar ya forjando las condiciones necesarias para la aplicación de la redención de la pena sino, 
sobre todo, descomprimir los celdarios en las cárceles del interior. En este momento, a las chacras que 
existen en la mayor parte de los departamentos se están sumando proyectos muy interesantes en 
Rocha, en Florida, en Tacuarembó y en Rivera. Estos son los cuatro departamentos donde había una 
cantidad muy menor de reclusos en régimen abierto y que, de acuerdo al plan que tienen los 
correspondientes Jefes y Jefas de Policía, se podrá llegar a fin de año con un número interesante de 
reclusos en dicho régimen. Hay otros departamentos donde ya hay un nivel interesante como, por 
ejemplo, el caso de Colonia donde en la Cárcel de Piedra de los Indios más del cincuenta por ciento de 
los reclusos está trabajando -es el porcentaje más alto en todo el país- o el caso de Soriano donde 
existen dos chacras que dan cabida, prácticamente a un treinta por ciento de la población reclusa del 
departamento. Me parece que esos son los ejemplos que hay que destacar. Hay algunas buenas 
experiencias en el interior y, a esta altura, hay una tendencia bastante concreta de apostar a esos 
regímenes abiertos de reclusión que permitiría llegar a fin de año con una situación distinta, por lo 
menos en ese sentido. Parecería que, de ese modo, estaríamos dando una mejor respuesta en el 
plano del trabajo, por lo menos en el interior; en la Dirección Nacional la situación es más difícil, puesto 
que, obviamente, en una cárcel como la de Libertad es muy complicado dar oportunidades de trabajo. 


Al respecto, puedo señalar que en el mes de febrero de este año, cursamos una iniciativa por 
escrito al anterior Director Nacional, en la que le señalábamos que parecía razonable que se 
instrumentaran por lo menos 20 ó 30 plazas de trabajo dentro del perímetro de seguridad de Libertad - 
es decir que con la misma custodia se podía sacar a trabajar a algunos reclusos más- pero nunca -por 
lo menos hasta ahora- hemos recibido respuesta. 


SEÑORA ARGIMON.- Deseo celebrar la instalación de la Comisión y, muy especialmente, agradecer 
al doctor Garcé el exhaustivo informe que nos ha presentado. Desde sus inicios, hemos compartido 
con él informes verbales o presentaciones ante la Comisión de Derechos Humanos. Básicamente, nos 
interesan dos aspectos del informe. En primer lugar, nos parece relevante su apreciación sobre las 
quejas que tienen que ver con los problemas jurisdiccionales. Eso nos interesa y creemos que tiene 
mucho que ver con lo que él señalaba en el sentido de determinar cómo considerar la pena cuando hay 
una contrapartida y un comportamiento determinado dentro del sistema, lo que representa una nueva 
modalidad de nuestra legislación o un camino diferente para transitar. Por ello, me parecen muy 
importantes las evaluaciones que se puedan hacer al respecto. También quisiéramos saber si el señor 
Comisionado entiende que eso ha sido percibido desde la óptica o el aspecto jurisdiccional. 


En segundo término, nos parece importante -y ello se desprende de sus palabras- la 
diferencia que existe entre las cárceles que numéricamente tienen mayor población y las de menor 
número de reclusos, en las que el contexto del interior del país ofrece determinadas circunstancias que 
permiten que la tarea sea diferente de cara a una rehabilitación y a lo que tiene que ser el trabajo -por 
lo menos desde nuestra perspectiva- hacia el exterior, con el contexto familiar y social, pero con la 
reformulación del proyecto de ese recluso. En las poblaciones de alto número como la del Penal de 
Libertad, parece lógico que esto sea difícil de concretar. En este sentido, nos interesa saber si el nuevo 
Director Nacional de Cárceles le ha trasladado al señor Comisionado su preocupación -que 
compartimos- de ir ensayando, pese al alto número de reclusos, alguna modalidad que permita apostar 
a lo educativo y al trabajo, como forma de ir apostando hacia “afuera” e ir haciendo operativa esa 
nueva modalidad desde que el Poder Legislativo empieza a transitar por alguna norma que tiene que 
ver con el comportamiento interno del recluso frente a su pena. 


SEÑOR GARCE.- En lo que tiene que ver con las quejas sobre problemas jurisdiccionales, hay una 
constante: los internos normalmente se quejan de lo que es la lentitud del Poder Judicial como para 
poder determinar su culpabilidad o inocencia -normalmente se trata de su culpabilidad- pero en 
definitiva, critican la lentitud para dilucidar las causas. En este momento, tenemos una proporción de 
tres a uno entre procesados y penados, lo que es altamente preocupante si lo relacionamos con las 
cifras a nivel internacional. En general, los reclusos no sólo se quejan de la lentitud por dilucidar la 
causa, sino que también plantean cierta disconformidad con la atención de sus propios abogados. 
Existe una norma -y esto lo sé por ser defensor de oficio; se me reservó el cargo y, además, tengo 
vocación- que establece que todo defensor de oficio -aclaro que en materia penal los defensores de 
oficio tienen prácticamente el 95% de las causas- debe visitar a sus defendidos por lo menos cada 60 
días a fin de informarles del progreso o no de la causa. Es decir, se impone la obligación de mantener 
una relación constante. Sin embargo, generalmente, esto no se cumple. A este respecto, los propios 
defensores argumentan que ellos tienen una carga muy importante de trabajo; que muchas veces, 
entre estar en el Juzgado y estar en la cárcel, optan por atender lo prioritario en el Juzgado y que, por 
esa razón, no pueden cumplir con la obligación de visitar las cárceles. En algún caso, hemos tenido 
que comunicar esta situación a la Suprema Corte de Justicia y nos consta que en cierta oportunidad se 
ha llegado al apercibimiento del defensor, porque prácticamente hacía más de un año que no visitaba a 
su defendido. 


Entonces, creo que estas quejas sobre la cuestión jurisdiccional se van a repetir en la medida 
en que no haya una respuesta eficaz en el plano procesal y que las causas no se diluciden en términos 
medianamente razonables. Hoy por hoy, una causa que implique la apelación o la apelación 
automática -toda causa donde se imponga una pena mayor a tres años, necesariamente implica la 
apelación automática- no lleva menos de cuatro años en su dilucidación. Ese es un plazo realmente 
muy alto porque, además, muchas veces se da la situación de que, de acuerdo con la modificación 
introducida por la Ley de Humanización de Cárceles al artículo correspondiente a la libertad anticipada, 
la Suprema Corte de Justicia deberá otorgar la libertad anticipada cumplidos los dos tercios de la pena, 
salvo que exista una razón fundada para presumir que no hay signos de rehabilitación. Pero el tema es 
que cuando hay pena en primera instancia y sabemos que esa pena no va a poder ser ultrapasada en 
segunda instancia, muchas veces se da la situación de que se llega a los dos tercios de la pena fijada 
en primera instancia, estando todavía el expediente en el Tribunal de Apelaciones. Llegado a este 
punto hay un derecho adquirido a, por lo menos, promover la libertad anticipada. Sin embargo, no se 
puede ejercitar. Entonces, muchas veces los reclamos refieren a esto. 


En lo que tiene que ver con la rehabilitación, me pareció muy interesante el planteo que hizo 
el nuevo Director Nacional de Cárceles, el Inspector Julián Rodríguez, en torno a la necesidad de 
equilibrar la seguridad con la rehabilitación. Cuando en algún momento se planteó públicamente que el 
Comisionado poco menos que quería desarticular el sistema de seguridad del Penal de Libertad -sin 
ingresar en una polémica que de ningún modo correspondía- parecía claro que lo que pretendíamos 
era exigir que la utilización de los medios disuasivos se hiciera conforme a Derecho. Pero eso no 
implica desmantelar la seguridad ni renunciar a la seguridad como objetivo. La seguridad es tan 
importante como la rehabilitación. Entonces, cuando las nuevas autoridades refieren a la necesidad de 
un equilibrio entre ambos aspectos, eso parece importante y saludable. Pero la manifestación del 
nuevo Director Nacional de Cárceles no sólo ha sido una enunciación de carácter general, sino que, 
luego, en algunas conversaciones más a fondo, él ha planteado alguna iniciativa en ese sentido, como 
para que la rehabilitación también pueda tener lugar en las cárceles con mayor nivel de hacinamiento. 


De modo que, en ese sentido, creo que las señales dadas por la nueva Dirección Nacional 
de Cárceles son auspiciosas. 


SEÑOR MOREIRA.- El señor Representante Abdala hizo un planteo con relación a la situación -que ya 
es pasado- creada en el Penal de Libertad y, por su parte, el señor Comisionado hizo referencia a la 
utilización de armas de fuego. A este respecto, me gustaría saber -no sin antes señalar que conozco 
bastante bien al Inspector Navas- qué fue lo que sucedió, qué se pudo comprobar en cuanto a la 
utilización de armamento; imagino que se utilizaron balas de goma, porque si hubiera sido con plomo 
otro hubiera sido el resultado. 


Concretamente, me gustaría conocer algunos detalles de los hechos que sucedieron, por 
ejemplo, cuál fue su prolongación en el tiempo, qué medidas se tomaron y si se reiteró la ocurrencia de 
ese tipo de situaciones que, supongo, la jerarquía política del Ministerio del Interior no podía 
desconocer. Digo esto, porque si el Comisionado los sabía e hizo una recomendación, quiere decir que 
puso en conocimiento de esto a las autoridades. Entonces, quisiera saber cuál fue la respuesta y cuán 
rápidamente respondió el Ministerio, que terminó por relevar de su cargo al Inspector Navas, 
manifestando que se trataba de una persona muy honesta, pero que se había excedido en algunos de 
sus actos. 


Por otro lado, nosotros recibimos un informe respecto a hechos, a mi juicio, graves acaecidos 
en la cárcel departamental de Paysandú, hechos en los que supongo también hubo recomendaciones 
por parte del Comisionado. Al parecer, según la documentación que se nos aportara, esas 
recomendaciones no fueron tenidas en cuenta. 


Concretamente, se causaron lesiones a algunos reclusos y hubo una situación de motín o semi motín. 
Al parecer, la respuesta de las autoridades carcelarias fue exorbitante y no se dio durante la ocurrencia 
del hecho, sino a la mañana siguiente. 


Por otra parte, estuve en Maldonado la semana pasada y me hicieron una serie de 
comentarios sobre una situación de extrema tensión en la cárcel de ese departamento. No sé si 
realmente es así - aunque se trata una cárcel extremadamente superpoblada y con problemas de 
hacinamiento- y por eso quisiera consultar al Comisionado Parlamentario al respecto. 


Cabe también señalar que varios señores Legisladores plantearon el tema de la redención, 
los procesos de rehabilitación y lo importante que es el trabajo y la educación para ello. El proyecto de 
ley de modernización y humanización del sistema carcelario contenía disposiciones en esa materia que 
considero son muy buenas. Ahora bien, me gustaría saber cómo ha funcionado esto en la práctica. 
Esta iniciativa estableció la formación de determinadas comisiones que iban a trabajar en los temas de 
infraestructura, salud, educación, alimentación, etcétera. Entonces, quisiera conocer si el Comisionado 
Parlamentario estuvo en contacto con dichas Comisiones y, si es así, sería bueno que nos dijera cómo 
están trabajando. 


Por otra parte, creo que cuando el Comisionado Parlamentario habló de las plazas laborales, 
en realidad se estaba refiriendo, básicamente, a las cárceles del interior que no constituyen el 
problema más grave de nuestro sistema carcelario. En este sentido, el titular de la Cartera ha 
propuesto la creación de un Instituto Nacional de Rehabilitación y me parece una buena idea sacar a 
las cárceles de la órbita del Ministerio del Interior. Sin embargo, discrepo con la fase intermedia que él 
propone de centralizar todas las cárceles del país en la Dirección Nacional de Cárceles -o cómo se la 
quiera denominar- porque considero que funcionan muchísimo mejor la mayoría de las cárceles del 
interior que las que dependen de ésta. Esto se debe a la cantidad de reclusos que albergan y a la 
infraestructura penitenciaria que poseen que, a mi juicio, es pobrísima. Sinceramente no creo -y 
pienso que es extremadamente difícil- que con los actuales establecimientos carcelarios y la 
superpoblación de reclusos que tienen, sobre todo el COMCAR, se pueda llegar a la redención por 
trabajo. He leído el nuevo reglamento en materia de redención y me parece que, aunque se demoró 
demasiado, está muy bien. Ahora bien, me parece que sería interesante saber cuál es la opinión de 
alguien que ha visitado esas cárceles y que por haber sido Defensor de Oficio conoce esa realidad. 
¿Qué posibilidades hay de adoptar el sistema de redención por trabajo en los grandes establecimientos 
carcelarios como ser el Penal de Libertad -que es de alta seguridad- que tiene 500 ó 600 reclusos? Me 


pregunto cómo se pueden mantener las condiciones de seguridad y a la vez que los reclusos puedan 
acceder a puestos de trabajo. También quisiera conocer qué tipo de trabajo pueden realizar, porque en 
esas condiciones de seguridad no pueden trabajar, por ejemplo, en el campo que posee el 
establecimiento aunque no sé qué extensión tiene actualmente porque, en una época, se vendieron 
300 hectáreas. En síntesis, quiero saber si no se afectan las condiciones de seguridad con la 
aplicación de la redención por trabajo. A ello cabe agregar que esto es más difícil de aplicar en el 
COMCAR que tiene una población carcelaria de alrededor de 2.800 reclusos. 


SEÑOR GARCE.- El señor Senador plantea al menos, cuatro cuestiones distintas. 


En lo que tiene que ver con el Penal de Libertad, todos los antecedentes están relacionados 
en la Recomendación N* 16 de este año. En el mes de febrero comenzaron a multiplicarse las 
denuncias de reclusos que no estaban en situación de violencia -estaban fuera de las hipótesis 
expresamente autorizadas por la ley y los reglamentos en la materia- por heridas provocadas por 
munición no letal. Recibimos esas denuncias, trasladamos la preocupación al Ministro interino, señor 
Juan Faroppa e inmediatamente dimos cuenta -tal como correspondía- a la Comisión Permanente, que 
era el órgano al que se podía reportar el hecho durante el receso parlamentario. A partir de entonces y 
en las semanas subsiguientes, en lugar de descender la cantidad de denuncias, éstas se multiplicaron. 
Pero no sólo ocurre eso, sino que, además, nos llega la versión de que habría existido una especie de 
arenga a los efectivos policiales para que utilicen las armas, alegando que se estaba haciendo un buen 
uso de las mismas y que había que perseverar en esa línea. El resultado fue que en una semana 
tuvimos un verdadero aluvión de denuncias. En el curso de las investigaciones correspondientes 
comprobamos que algunos reclusos habían sido, efectivamente, innecesariamente lastimados y que en 
algún caso, además, luego de heridos, fueron objeto de burlas. Nos parecía, en consecuencia, que se 
trataba de una cuestión grave. 


Todo esto, en definitiva, una vez plasmado en la Recomendación N* 16, fue aceptado por la 
Dirección Nacional de Cárceles salvo en un punto. En los antecedentes fundamentamos por qué, a 
nuestro juicio, esos actos se encuadraban en la definición de “tortura” de acuerdo a la convención 
sobre tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanas o degradantes. Esta imputación, reitero, de 
tortura o de trato o pena cruel, inhumana o degradante, fue el único extremo controvertido por la 
Dirección Nacional de Cárceles, pero el fondo de la Recomendación fue aceptado. En consecuencia, 
se aceptó que se había hecho un uso indebido de esas armas dentro del celdario del Penal de 
Libertad. 


Con relación a los hechos a que hacía referencia el señor Senador Moreira, ocurridos en la 
Cárcel de Paysandú, todos los antecedentes están contenidos en la Recomendación N* 18 de este 
año. Allí lo que sucedió fue una protesta violenta por parte de los reclusos, que tuvo lugar el día 
miércoles 1% de marzo de este año, en horas de la tarde, entre las 18 y las 22 horas. Los efectivos 
policiales retomaron el control utilizando municiones no letales en las condiciones autorizadas por la 
Reglamentación, por lo que no hubo ninguna objeción al respecto. Lo que ocurrió fue que, a la mañana 
siguiente, los que habían sido identificados como promotores del desorden, fueron sacados uno a uno 
de los pabellones en que se encontraban y llevados a un sector contiguo al patio de la Cárcel de 
Paysandú, donde fueron golpeados. Varios de ellos quedaron lastimados a tal punto, que el forense 
constató las lesiones sesenta días después. Allí lo que hubo, en consecuencia, fue un exceso en la 
respuesta que, además, estaba injustificado porque en el momento en que se hizo uso de la fuerza no 
había necesidad de aplicarla. La propia Jefatura admitió que, una vez sofocada la situación de 
protesta, no hubo ningún hecho más de violencia. Sin embargo, se reprimió indebidamente a la 
mañana siguiente. 


El resultado de este planteo fue que la Jefatura, si bien no aceptó ni controvirtió expresamente 
la Recomendación, dispuso el cambio en la Dirección, es decir, en el comando de la Cárcel. En este 
momento hay un nuevo Director, por lo que hay que darle un plazo para que pueda trabajar. No 
obstante ello, quedó planteado el aspecto de las condiciones de los calabozos de castigo de la Cárcel 
de Paysandú, que son absolutamente infrahumanos. Aclaro que no es el único caso de cárcel con 
calabozo de castigo totalmente ilegal desde el punto de vista de sus condiciones. Por lo menos en la 
última visita que hicimos al lugar, aún no se había mejorado ese aspecto y estamos a la expectativa de 
que haya un cambio en ese sentido. 


SEÑOR MOREIRA.- ¿Tomó intervención la Justicia en ese caso? Como hubo lesionados... 


SEÑOR GARCE.- No, señor Senador. Me llamó la atención que la Justicia no actuó. La única 
intervención de la Justicia ocurrió por un expreso pedido vía fax que le hicimos de examinar a los dos 
reclusos que todavía permanecían heridos sesenta días después de los hechos. Toda esa tardanza, en 
definitiva, se debió a que no se actuó de oficio, ni después del motín ni luego de las denuncias de los 
reclusos, ni de las visitas que hicimos junto con los ediles de la Junta Departamental de Paysandú. 
Cabe destacar este trabajo conjunto con la Comisión de Promoción Social de la Junta, como una 
buena experiencia 


El tercer aspecto que planteaba el señor Senador Moreira, tiene que ver con la Cárcel de Las 
Rosas. Este Centro es el que registra, en el interior, la mayor tasa de hacinamiento o, por lo menos, las 
mayores dificultades en ese plano. Es una cárcel que fue construida en la década del 70, concebida 
para 220 o 230 internos y hoy tiene cerca de 330 reclusos. Además, a esto se suma que las 
condiciones locativas allí son muy malas. 


La cárcel de Las Rosas es como la mitad de un módulo del complejo de Santiago Vázquez, 
no sólo cuantitativa, sino también cualitativamente, por el tipo de reclusos que hay allí, por los delitos 
que se han cometido y por las dificultades reales que existen para su administración. 


Recientemente, en la cárcel de Las Rosas se ha vivido una situación de tensión que, de 
alguna forma, podría explicarse con el traslado inminente de un conjunto importante de reclusos -unos 
20 ó 30- hacia establecimientos de la Dirección Nacional, posiblemente el Penal de Libertad, a los 
efectos de reacondicionar uno o dos pabellones. Esta fue la explicación que nos dio la Jefa de Policía, 
es decir que estaba previsto el reacondicionamiento de un sector y era necesario vaciarlo porque, de lo 
contrario, resultaba imposible hacerlo. Eso generó últimamente una gran inquietud y tensión entre los 
reclusos. Hasta la semana pasada ese traslado no se había efectivizado. 


El año pasado en la cárcel de Las Rosas los reclusos denunciaron una situación de maltrato, 
pero no se pudo obtener la prueba material, porque refería a un hecho ya ocurrido y no era posible 
recabar la prueba forense. Al cabo de la investigación, el resultado fue la recomendación de la Jefa de 
que se sacara preventivamente a los dos efectivos presuntamente implicados en ese hecho y que se 
les diera otro destino para evitar mayores roces. Eso fue cumplido inmediatamente -es una de las 
tantas recomendaciones que están relacionadas allí- y a partir de entonces al menos no ha habido 
denuncias de hechos de violencia en la cárcel de Las Rosas. No obstante, las dificultades en ese lugar 
son importantes. 


La de Rivera es otra cárcel del interior que también presenta una situación complicada por el 
hacinamiento que en ella se da. 


El cuarto aspecto tiene que ver con la Ley de Humanización y Modernización del Sistema 
Carcelario en la práctica. Comparto la opinión en el sentido de que el proyecto de reglamentación es 
muy bueno y considero que está bien pensado -porque pese a que está pensado desde las cárceles 
grandes, se puede aplicar a las más pequeñas-pero el tema es cómo poner en marcha esa rueda, 
asunto que no es sencillo. 


Ahora bien, a pesar de que en el Penal de Libertad fue enajenada buena parte de 900 
hectáreas, aproximadamente, hoy van quedando -nadie me lo ha podido decir con precisión- entre 250 
y 300. Pero, ¿qué ocurre? El perímetro de seguridad es muy pequeño y es allí donde, en principio, se 
podrían desarrollar las tareas. Es evidente que no todos los reclusos del Penal de Libertad podrán 
acceder a este beneficio, aunque el problema principal allí son las condiciones en que encuentran en 
esos módulos, que son realmente pésimos desde el punto de vista de la temperatura y del propio 
metraje que tienen los internos para moverse. Será muy interesante -esto va ligado a una iniciativa de 
los señores Legisladores para visitar las cárceles- cuando se inaugure la obra en el celdario que, de 
acuerdo con la estimación hecha por el señor Ministro del Interior, estaría pronto para fines de 2006 o 
comienzos de 2007, porque eso va a permitir un descongestionamiento real. Es evidente que lo ideal 
sería que esos módulos no estuvieran habitados, aunque no sé si eso será posible. 


SEÑOR MOREIRA.- ¿Son dos los pisos que se están reacondicionando? 


SEÑOR GARCE.- No, señor Legislador, se están reacondicionando los cinco pisos. El primero está 
prácticamente terminado, así como buena parte del segundo y hay algunas áreas comunes, por 
ejemplo las escaleras del primero al quinto, que también están finalizadas. Sin embargo, creo que la 
obra va a llevar algún tiempo más. 


SEÑOR MOREIRA.- Quisiera saber si con esa infraestructura carcelaria existente se puede llevar a 
cabo la tarea de rehabilitación y cumplir el mandato de la redención por trabajo. 


SEÑOR GARCE.- Se puede hacer a corto plazo sólo en forma parcial; es decir, se podrá dar respuesta 
a los planteos de algunos internos en el Complejo de Santiago Vázquez y de otros en el Penal de 
Libertad. Creo que el Complejo de Santiago Vázquez ofrece otras posibilidades, en la medida en que 
hay buenos talleres y que dispone de un predio grande; incluso, dentro del propio perímetro se podría 
tener a varios reclusos más trabajando la tierra, por lo que es una alternativa válida. Es decir que están 
dadas las condiciones para que se proporcione una respuesta tanto en el Complejo de Santiago 
Vázquez como en el Penal de Libertad. 


SEÑOR MOREIRA.- Tendría carácter parcial. 


SEÑOR GARCE.- Sí, por supuesto, porque partimos de una situación de hacinamiento que realmente 
hace difícil dar cumplimiento al fin perseguido. 


SEÑOR LORENZO..- Simplemente, me sumo al saludo de todos los señores Legisladores, porque pedí 
el uso de la palabra cuando el señor Legislador Bernini hizo referencia a la eufemísticamente llamada 
Ley de Humanización y Modernización del Sistema Carcelario, para realizar algunas consultas, pero ya 
fueron contestadas por el Comisionado Parlamentario, por lo que ello me exime de hacer otros 
comentarios. 


SEÑOR ABDALA.- Quisiera plantear dos inquietudes y mencionar una requisitoria que me llamó la 
atención que hasta ahora no hubiera aparecido en escena. 


El primer planteamiento es más bien una solicitud al Comisionado Parlamentario: que nos 
ayude a organizar una visita a las distintas áreas del sistema penitenciario. En la reunión inaugural 
habíamos conversado sobre esta posibilidad con el señor Presidente de la Comisión, el señor Senador 
Vaillant y me parece que sería bueno hacerla efectiva. 


En segundo lugar, quería señalar la utopía a la que hizo referencia el Comisionado la primera 
vez que concurrió al Parlamento, en torno a sus miradas en aquellas convocatorias cuando se estaba 
haciendo la evaluación de los aspirantes al cargo. Habló de un determinado sueño -en lo personal, 
coincidía bastante con aquel sueño- y también de la eventual redacción de algún marco normativo o de 
algún proyecto de ley de cárceles. Simplemente estoy estimulándolo para que recorra ese camino, que 
me parece sería muy bueno, naturalmente, siempre y cuando sea posible, porque a veces cuando se 
ingresa en la praxis cotidiana, la cosas se hacen difíciles. 


Con toda franqueza, pensé que algunos otros compañeros iban a plantear el tema a que voy 
a hacer referencia. Y lo hago, porque creo que el Comisionado tiene derecho a dar una explicación en 
esta Comisión. 


En la tapa de la última publicación de la revista “Caras y Caretas” figura -en el ángulo 
superior izquierdo y en formato negrita- el siguiente título: “Al comisionado Garcé se le fue la mano y tal 
vez la lengua”. En el interior hay la nota titulada “El Comisionado en su laberinto”, que tiene un acápite 
que dice: “Álvaro Garcé deberá explicar qué Legislador le pidió interceder por un narco”. Estoy dando 
cuenta de este artículo -reitero- porque creo que el Comisionado tiene derecho a dar una explicación. 


Voy a destacar cuatro o cinco partes sustantivas de esta publicación para que pueda 
aclararlas pues, insisto, tiene todo el derecho del mundo a hacerlo. 


El segundo párrafo del artículo expresa: “Ese día el Comisionado Parlamentario deberá 
aclarar qué Legislador le pidió que realizara gestiones ante la Dirección Nacional de Cárceles (DNC) 
para lograr que un capo narco que exportaba cocaína a Europa, fuera beneficiado con un traslado 
desde el Penal de Libertad a la Cárcel de Durazno, recibiendo la oposición de varias autoridades 
policiales que advirtieron que el delincuente estaba buscando la forma de escapar.” Podríamos decir 
que este es el primer punto y acá la pregunta es si, efectivamente, alguien intercedió y si así fuera, 
creo que corresponde saber quién fue. 


En segundo lugar, destaco una serie de reflexiones que hace el Comisionado, como por 
ejemplo: “Me llamó un Legislador que había sido consultado por familiares de Auzcarriaga (el 'narco”), 
acerca de que tenían intención de promover su traslado a Durazno”. Continúa el artículo: “El 
funcionario señaló que realizó algunas gestiones, pero que al enterarse de cuáles eran los 
antecedentes”, contestó: “le dije que no iba a formalizar planteo de traslados”. 


A continuación, figura una serie de análisis que tienen que ver con la interna de algún sector 
político del MPP, donde habría una evaluación en torno a este tema. Por eso me llamó la atención que 
los integrantes de esa Bancada no hicieran el planteamiento. 


Posteriormente, hay un capítulo demasiado mediático, donde se critica el papel excesivo que 
habría tenido el Comisionado Parlamentario; en realidad, se trata de una serie de imputaciones fuertes. 


Por su parte, en la página 34 se dice -francamente, creo que eso no es así- “Algunos sectores 
del Frente creen, incluso, que es un operador político encubierto.” Entonces, citando el contencioso 
que tuvo con Navas, el artículo continúa: “El ex Director de Cárceles, Enrique Navas, lo señala como 
uno de los responsables de su caída”, etcétera. Me interesa decir las cosas como son y aclaro que 
respecto al Comisionado Parlamentario tengo la mejor de las consideraciones y creo que es un gran 
Comisionado. Sin embargo, entiendo que tiene derecho a aclarar ciertas cosas y, en ese sentido, me 
parece que este es el lugar apropiado para hacerlo. Por lo tanto, doy la oportunidad al Comisionado 
para que aclare estos temas, que no son menores. 


SEÑOR GARCE.- La verdad es que preferí no leer esa nota. Me consta que fue publicada, que no es 
la primera y que posiblemente no sea la última. En lo personal, todas estas cosas que se han dicho no 
me han rozado, ya que tengo claro cómo he actuado; así como en su momento entendí que no era 
bueno participar en una polémica con el ex Director Nacional, tampoco ahora he querido contestar a 
este medio de prensa. No obstante, agradezco al señor Legislador la oportunidad que me da de 
informarles que tengo en mi poder, en este momento, el Oficio N* 52 de este año, dirigido al Jefe de 
Policía de Canelones, en el que expreso textualmente: “De mi mayor consideración: Por la presente y 
en el marco de la Ley N* 17.684, me dirijo a usted a los efectos de ponerlo en conocimiento de la carta 
del interno Rodolfo Ramón Auscarriaga Cafarro, alojado en la Cárcel Departamental de Canelones. En 
dicha misiva el interno solicita traslado a la Chacra de Jefatura. En su mérito, doy traslado de dicha 
aspiración, a fin que la misma sea considerada por la Junta correspondiente, conforme el 
procedimiento de estilo. Hago propicia la ocasión para saludar al señor Director muy atentamente” y 
luego firmo la carta. Este es el procedimiento que se realiza -lo mencionaba antes a los señores 
Legisladores- cuando hay un pedido de traslado. En esos casos, salvo que exista una razón de 
seguridad que amerite el pedido directo del traslado, doy noticia y comunico la aspiración. A los efectos 
de que tomen conocimiento de otras situaciones semejantes, dejo a disposición de la Presidencia de la 
Comisión unos 20 oficios similares, efectuados en los mismos términos que el anteriormente 
mencionado, para que los Legisladores puedan analizarlos y sacar las conclusiones del caso. 


Por lo tanto, luego de haber actuado en forma absolutamente regular y estando 
documentada la intervención, prefiero no hacer otro comentario. Reitero que agradezco la posibilidad 
que me da el señor Legislador de hacer los descargos correspondientes, pero creo que aquí lo que 
está en juego, en este tipo de ataques, no es una cuestión personal, sino institucional. Considero que 
aquí hay una intención -aclaro que no conozco los motivos- de debilitar a un organismo de control. Está 
claro que el control molesta y, con respecto a esto, recuerdo cuando el año pasado un defensor del 


pueblo extranjero, en una comunicación muy amable, me decía que en la medida en que comenzara a 
hacer mi tarea, era posible que algunas sonrisas se terminaran, que no me invitaran a determinados 
foros y que seguramente mi presencia ya no sería muy simpática para algunas personas. Por cierto, 
esto es parte de la tarea como organismo de contralor. Entonces, tomo todo esto simplemente como 
una protesta y adelanto a los señores Legisladores que si tienen algún interés en conocer más sobre 
este asunto, estoy a sus órdenes para informar en detalle. La documentación quedará en manos de la 
Secretaría y de la Presidencia y a disposición de todos los Legisladores. Sobre ese punto no tengo 
más para decir, pero sí me gustaría hacer referencia a otros asuntos interesantes que planteó el señor 
Legislador. 


SEÑOR ABDALA.- Reitero mi buena fe al plantear todo esto; lo hago porque me parece de orden. 
Sucede que ha sido publicada una nota periodística más o menos interesante, pues plantea asuntos 
muy delicados y por eso pensé que el Comisionado tenía derecho a aclarar las cosas. 


SEÑOR PENADES.- En la nota a que hace referencia el señor Legislador Abdala hay reiterados 
entrecomillados que dan a entender que quien brinda la información -en esa nota o en otras- o emite 
juicios es el propio Comisionado Parlamentario; también se menciona que algún señor Legislador 
habría hecho un petitorio con relación al traslado. 


Es sobre eso que quiero estar informado, porque no me interesa que el día de mañana se pueda 
sospechar que un señor Legislador solicita traslados o realiza alguna gestión en ese sentido, 
cualquiera sea el delito que ese preso, con o sin condena, haya cometido. Me gustaría conocer si el 
señor Comisionado Parlamentario ha recibido algún tipo de solicitud de algún señor Legislador y, en el 
caso de que esto fuera así, quisiera saber de quién se trata. No me refiero solamente a este caso en 
especial, sino a todos en general, porque en la nota aparecen una serie de sospechas, de medias 
verdades y de falsedades que son muy comunes en este tipo de medios de comunicación, donde se 
deja caer un manto de dudas y de sospechas sobre una cantidad de gente. Nosotros no tenemos por 
qué soportar ni permitir que sobre el buen nombre de alguno de nosotros caiga la más mínima mácula 
en el sentido de que hayamos hecho algún tipo de gestión para el traslado de un preso a otra cárcel; 
sin embargo, en el caso de que ello haya sido así, me interesa que se sea más contundente en la 
información. 


Me gustaría que en otra sesión debatiéramos acerca de si corresponde o no dar lugar a 
petitorios o solicitudes de traslado realizados por detenidos, procesados o condenados al Comisionado 
Parlamentario. Puede ocurrir que haya buena intención en tramitar este tipo de cosas, pero con ello se 
puede dar una cantidad de situaciones sobre las que oportunamente me gustaría debatir. De la misma 
manera, sobre esta y otras consideraciones -aunque no en esta reunión, que es la primera- quizás en 
el futuro podamos ir poniéndonos de acuerdo con el señor Comisionado Parlamentario acerca del 
trabajo que lleva adelante -del que no tengo absolutamente ninguna objeción que transmitir, ni mucho 
menos emitir, sino todo lo contrario- a los efectos de estar más cercanos a esa información para que, 
como representantes de los restantes integrantes de la Asamblea General, podamos ir 
complementándonos y poniéndonos de acuerdo en la forma de trabajar, por supuesto, de acuerdo con 
la ley, a fin de que no haya presiones como las que mencionaba el señor Comisionado Parlamentario, 
tal como le había dicho un colega del exterior. 


SEÑOR GARCE.- Creo que el pasaje de la nota está dentro de un estilo mal intencionado y revela, 
justamente, su más baja condición. 


En este caso, lo que sucedió fue que la esposa de un interno golpeó a las puertas del 
despacho de un Legislador y cuando le dijo que era la esposa de alguien que estaba en situación de 
cárcel, éste le comentó que había una institución que había comenzado a funcionar la semana previa 
en el subsuelo de este edificio y debía acudir allí para plantear el tema. Esa fue la intervención que le 
correspondió al Legislador en ese caso y es lo mismo que ha sucedido en un sinnúmero de 
oportunidades. Cuando a un Legislador le llega algún planteo que tiene que ver con un tema de 
cárceles, me pregunta si puedo atender a una persona que viene por un asunto de esa naturaleza y yo 
la recibo con mucho gusto. Eso fue exactamente lo que sucedió en ese caso. 


SEÑOR LORENZO.- Aclaro que no fue en este caso en particular, pero se me ha planteado la misma 
situación. 


SEÑOR CID.- Creo que estamos frente a una Comisión muy numerosa en la que se planteó un tema 
por primera vez, que genera muchas inquietudes y expectativas de todos nosotros, por lo que 
deberíamos tener algún criterio en cuanto al funcionamiento de los oradores. Creo que hay que dar la 
posibilidad de intervenir a todos los Legisladores que integramos la Comisión para poder participar de 
este debate y que podamos hacer nuestro aporte. Digo esto porque, por vía de los hechos, veo que se 
están anotando Legisladores que ya hicieron uso de la palabra y otros, lamentablemente, no hemos 
tenido la oportunidad de debatir lo que aquí se ha planteado. Por lo tanto, sugiero a la Presidencia que 
sigamos un criterio donde los Legisladores tengamos la posibilidad de intervenir en una primera ronda 
y, luego, los señores Legisladores que ya han hecho uso de la palabra se anoten en una segunda o 
tercera instancia para continuar participando del debate. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Ante el planteo que acaba de realizar el señor Senador Cid, quiero señalar 
que hasta el momento han hablado ocho señores Legisladores, hay tres más anotados y todos han 
hecho uso de la palabra en el orden correspondiente. En esta ocasión, lo que sucedió fue que, ante 
una respuesta del señor Comisionado Parlamentario un señor Legislador pidió la palabra para realizar 
una aclaración. Por lo tanto, la Presidencia entendió que correspondía hacer lugar a dicha aclaración, 
porque no era una intervención. 


SEÑORA PAYSEE.- Por suerte, señor Presidente, el Comisionado Parlamentario dijo que no iba a 
darle importancia a una nota periodística que salió publicada en la prensa y, por lo tanto, podemos 
retomar el intercambio que se está llevando a cabo en la Comisión sobre su informe y asuntos más 
oficiales que un suelto de prensa. 


En este marco, mi primera afirmación es que desde que el Comisionado Parlamentario fue 
nombrado, a través de la Comisión de Derechos Humanos -primero durante la Presidencia de la 
diputada Argimón y este año bajo la Presidencia de quien habla- hemos tratado de mantener un 
contacto fluido con la institución Comisionado Parlamentario en la persona del doctor Alvaro Garcé. 
Entonces, al igual que lo que ocurre con otros organismos como, por ejemplo, la Junta Nacional de 
Drogas cuando nos vienen a plantear temas vinculados a las drogas, en caso de plantearse temas 
vinculados al sistema carcelario, los hemos derivado al Comisionado Parlamentario puesto que ahora 
contamos con él, cosa que antes no sucedía. Ello significa que hay una práctica histórica de seguir 
recurriendo a una Comisión Parlamentaria a pesar de que ahora hay un Comisionado Parlamentario -la 
misma palabra lo dice- que es el encargado de llevar adelante esa tarea. Por lo tanto, quiero señalar, 
que no ha sido en una oportunidad, sino en muchas que hemos tenido el gusto de poder intercambiar 
opiniones con el doctor Alvaro Garcé. Hecha esta aclaración, desearía formular dos o tres preguntas y 
un comentario acerca de los temas que hoy estamos analizando. 


Quisiera saber si cuando en el punto 4) -más concretamente, en la planilla- del informe que 
realizó el señor Comisionado se hace referencia al COMPEN, es el COMCAR. 


SEÑOR GARCE.- Sí, señora Legisladora. 


SEÑORA PAYSEE.- Digo esto, porque en una planilla aparece COMPEN y luego COMCAR y en otra 
sólo figura COMCAR. Me parece que es necesario aclarar esto para que todos los aquí presentes 
utilicemos los mismos términos y frecuencias. 


Despejado este punto, quisiera hacer alguna otra consideración. El señor Comisionado ha 
dicho -y creo que así debe ser- que sus recomendaciones van dirigidas a las autoridades competentes. 
Reitero que ello me parece que está muy bien y así me consta puesto que he recibido las 
recomendaciones y las he leído. Pero me surge una preocupación con respecto a una de ellas. 
Concretamente creo que era del departamento de Rivera y tiene que ver con una consulta acerca de 
la instalación de una herrería. La respuesta del señor Comisionado plantea que jurídicamente no hay 
ningún inconveniente para su instalación. Teniendo en cuenta esto, me gustaría formular dos 


preguntas. En primer lugar, quisiera saber si las recomendaciones van con copia al Ministerio para que 
éste también pueda realizar el control correspondiente a las autoridades a las cuales van dirigidas. 


En segundo término, quisiera saber si el señor Comisionado ha tenido en cuenta algunas 
consideraciones que indica la OIT sobre trabajo penitenciario. Digo esto, porque el trabajo de los 
reclusos es un tema complejo y, entonces, en el afán de buscar caminos para que puedan trabajar, se 
crea todo un problema con respecto a si peculio sí o no. Creo que el señor Comisionado me entiende 
lo que le quiero preguntar. 


El tercer punto -y esta es una información que estoy en condiciones de dar a toda la 
Comisión- es que el ex Director de Cárceles recibió expresa instrucción de derogar la circular a la que 
hacía referencia con respecto al Penal de Libertad, cosa que no hizo. Esa circular está en el despacho 
de quien actualmente es el Director de Cárceles, que va a hacer la derogación correspondiente. La 
copia de la nota en la cual queda formalmente derogada dicha circular va a hacerse llegar a esta 
Comisión, así que tendremos ese trámite -que estaba, un poco, como una interrogante- ya 
solucionado. 


El cuarto punto al que me quería referir, estimados colegas, tiene que ver con el CNR -es 
decir, con el Centro Nacional de Rehabilitación- al que van los reclusos cuando está próxima su salida. 


Se trata, a mi juicio, de un centro modelo, que tiene capacidad de hasta 300 internos aunque, 
en este momento, sólo hay 90. Además, hay un programa muy interesante que se cumple dentro del 
CNR, pero que también tiene que ver con la búsqueda de perfiles de reclusos de diferentes penales a 
los efectos de su ingreso; allí se entra por grupos. 


Asimismo, tiene un sistema muy interesante: los reclusos van bajando por pisos de acuerdo a 
las metas que van cumpliendo y, realmente -repito- creo que es un establecimiento modelo en el que 
uno entra y advierte que hay olor a limpio, que los internos caminan por los corredores, que hay 
ascensores y calefacción y que se trabaja; en este momento están criando cerdos para hacer 
embutidos y tienen una fábrica de pastas, dentro del propio CNR, que abastece no sólo al sistema 
penitenciario, sino que además vende hacia fuera. 


Entonces, en la medida en que existe ese ámbito, con una capacidad que no está colmada, de 
repente también sería bueno -creo que la intención del Ministro del Interior es la de poder avanzar en 
este sentido y poblar más el CNR- que esta Comisión, en el marco de un estudio de la situación 
carcelaria y demás, tenga en cuenta a este Centro que, a mi juicio, es por lo menos interesante en 
cuanto a las propuestas que brinda, que son más calificadas que las que pueden estar ofreciendo, en 
estos momentos, algunos otros centros de reclusión. En este aspecto no quiero hacer comparaciones 
con los centros del interior que, realmente, están realizando una tarea, un trabajo muy interesante, 
sobre todo en cuanto a la labor en las chacras, en las huertas, etcétera. 


Entonces, en ese marco, la pregunta es si no sería interesante el trabajar en la línea referida. 
Es obvio que el hacinamiento no lo vamos a bajar por 100 ó 200 reclusos que saquemos de los 
penales, pero eso siempre es bueno y, además, mejora la calidad del egreso; en este marco iba mi 
consideración. 


SEÑOR GARCE.- Quisiera dejar expresa constancia sobre algunos aspectos que fueron planteados 
por el señor Representante Abdala. 


Es real -no me dirijo al señor Senador Cid por obvias razones, ya que él integró la Comisión, 
al igual que el señor Senador Moreira- que cuando me tocó concursar, planteé mi inquietud por algunas 
normas que, a mi juicio, debían ser mejoradas o actualizadas. En ese sentido, recuerdo haber hablado 
de una necesaria reforma del Decreto-Ley N* 14.470 -la ley penitenciaria- que es de comienzos del 
período de facto. Al respecto puedo decir que existe un muy buen anteproyecto en el informe 
Tomassino, en aquel muy buen trabajo que se hizo en 1995. Allí se incluye la creación de los jueces de 
vigilancia y, de todo ese anteproyecto, me parece que este es el aspecto más rescatable y en el que 
habría que trabajar a corto plazo. 


Creo que, en la medida en que ha quedado integrada esta Comisión, vamos a tener 
oportunidad de conversar de estos temas para que no todo sea una rutina de visitas y de correr detrás 
de los problemas, sino que tengamos cierta capacidad como para también hacer propuestas. 


En cuanto a lo que planteaba la señora representante Daniela Payssé me consta que faltó 
hacer alguna última corrección y en algún caso se desliza “COMPEN” cuando debería decir 
“COMCAR” por razones que todos conocemos. En cuanto al informe sobre el departamento de Rivera, 
debo decir que no es jurídicamente una recomendación, sino una respuesta a una consulta que me fue 
realizada. Por lo tanto, reitero que el mismo no tiene carácter de recomendación -que, de acuerdo con 
la propia Ley del Comisionado Parlamentario, tiene un alcance mucho más vasto- sino que es una 
mera opinión respecto de la posibilidad de que se instale un taller de herrería. 


En ese sentido, consideraría de importancia que en la instancia de la Rendición de Cuentas 
se pudiera incluir un artículo por el que se habilite al rubro correspondiente -esto es, Jefaturas de 
Policía del interior- la posibilidad de abonar el peculio a quienes trabajan. Planteo esto porque, como 
actualmente ello está previsto para la Dirección Nacional de Cárceles, sería necesario también que las 
cárceles del interior contaran con esa posibilidad. 


Entonces, nosotros apuntamos a que, en el caso concreto de Rivera, esos cuatro o cinco 
internos empiecen a trabajar y, a cambio, perciban un beneficio. Aquí no se trata de un trabajo como 
aditivo de la pena, con carácter aflictivo, sino que es una actividad de carácter voluntario por la que, 
además, tienen derecho a recibir una contraprestación. No obstante lo expuesto, sé que este es un 
tema opinable. 


Ahora bien; con respecto al otro aspecto que fuera planteado por la señora Representante, 
quiero señalar que una recomendación siempre se cursa por la vía jerárquica de la Presidencia de la 
Asamblea General hacia el señor Ministro del Interior que es quien, a su vez, le da traslado al 
organismo destinatario, esto es, Dirección Nacional de Cárceles o Jefatura de Policía. Es decir que allí 
existe una instancia de control, sin perjuicio de las vías subsidiarias que prevé la Ley de Comisionado 
Parlamentario, que se abren cuando hay un rechazo a la recomendación. Por lo expuesto es que 
nosotros hemos preferido realizar esta instrumentación, porque creemos que siempre existe una 
cuestión de regularidad y de control cuando se da curso por la vía del señor Ministro del Interior. 


En lo que tiene que ver con el Centro Nacional de Rehabilitación, comparto que es una 
institución que está trabajando muy bien y que ha dado muy buenos resultados, lo cual se traduce en 
una reincidencia muy baja. En este sentido, creemos que existe la posibilidad de que este Centro no 
sólo reclute sus candidatos a ser evaluados en Santiago Vázquez, sino que también lo haga en las 
cárceles del interior. Digo esto, porque si bien allí se puede plantear un cierto problema de desarraigo, 
de repente quien está en San José o en Florida y que tenga el perfil adecuado, podría ser evaluado 
para entrar en el CNR. Consideramos que esta es una posibilidad de ampliar la base porque, además, 
el funcionamiento del Centro tiene un costo fijo. Entonces, como el costo es el mismo para noventa que 
para trescientos, más vale que esté trabajando a pleno. 


(Intervención de un señor Senador que no se escucha) 


-Estoy de acuerdo, señor Senador. Es más; esos costos disminuyen en la medida en que 
hay más reclusos. 


SEÑOR CID.- Creo que lo realizado obedeció a un planteamiento de orden, en función de que somos 
muchos los que integramos esta Comisión. Por esta razón, me pareció conveniente ordenar el debate 
porque, el señor Presidente, en un afán de democratizar el ámbito de discusión, estaba abriendo 
puertas a participaciones, quizás, olvidando que había otros Legisladores que querían hacer uso de la 
palabra. Aclaro que esto no es una crítica al funcionamiento de la Comisión, sino el planteo de un 
anhelo. 


En ese sentido, quiero felicitar a todos quienes han remado -y me incluyo- para que esta 
Comisión que recibe al Comisionado Parlamentario funcione en un tema con el que estábamos en 


deuda con la Asamblea General. Nosotros entendíamos que él constituía un interlocutor 
extraordinariamente válido para la Asamblea General y para el funcionamiento que se había asignado 
a esta Comisión. Por lo tanto, queremos saludar esta primera reunión de trabajo con la presencia del 
Comisionado Parlamentario, en el entendido de que hoy constatamos algunos hechos muy 
trascendentes. 


Antes de empezar a analizar los hechos que considero importantes, quisiera recordar que 
gran parte de la gestación del Comisionado Parlamentario debemos reconocerla en la figura del doctor 
Díaz Maynard, que fue su impulsor. Por esa razón, creemos que no sería de justicia que la Comisión 
no hiciera mención alguna a su iniciativa, a su propuesta y a su ejecución, porque en esta última etapa 
él también colaboró en segunda instancia cuando se designó, en la figura del doctor Álvaro Garcé, a 
nuestro Comisionado Parlamentario. 


Por lo tanto, vaya mi reconocimiento a la labor del doctor Díaz Maynard, a su iniciativa, a su 
función y a los hechos que están emanando de esta primera reunión. 


Por otra parte, en cuanto a la figura del Comisionado Parlamentario -tal vez sea una 
casualidad histórica, pero se plantea como un hecho real- hay que ver cómo coincide la iniciativa del 
doctor Díaz Maynard con la de nuestro Ministro del Interior, doctor José Díaz. Ambas apuntan en el 
mismo sentido. Creo que el Comisionado Parlamentario potencia la política de cárceles que el 
Ministerio del Interior está poniendo en marcha junto con la figura del Comisionado Parlamentario; y 
esto no quiere decir que éste, como el propio doctor Garcé lo reconocía, esté siempre en armonía, ya 
que el señor Comisionado controla y a los controladores no les va a gustar que los controlen. Esa es 
una realidad que parece fáctica y en algunas circunstancias ya han aflorado las dificultades con las que 
se va a enfrentar de aquí en adelante. 


Quisiera destacar que en este año -faltan apenas veinte días- en que esta Comisión de la 
Asamblea General no se constituyó, no podemos pasar por alto las tareas mencionadas en este 
somero informe -no tengo la menor duda de que hay mucho más para decir- en el que se señala que 
se entrevistó a 1.600 personas por un lado y a 787, por otro, las cuales supongo que serían familiares 
de los detenidos. Hubo una labor muy importante, con visitas a cárceles, muchas de ellas en dos y tres 
oportunidades. 


Por primera vez tenemos un relevamiento acabado de lo que pasa en las cárceles y digo 
esto porque es objetivo. El Comisionado Parlamentario no tiene nada para ganar ni para perder, de 
acuerdo con lo que está expresando en este informe, en el que constato elementos importantes. 
Cuando se habla de las quejas, una de las que desde mi punto de vista es relevante es la inquietud 
que tienen muchos presos por el tema del trabajo y la educación. Se trata de un proyecto de ley que 
fue aprobado a mediados del año pasado, es decir que ni siquiera tiene un año de vigencia. Quiero ser 
muy sincero con los señores Legisladores de la oposición expresando que tenía grandes dudas con 
respecto a este proyecto de Humanización de Cárceles. Cuando el señor Senador Moreira en el 
Plenario hizo una argumentación muy contundente en contra de ese proyecto, a algunos de nosotros 
realmente nos generó dudas. Hoy, observando el índice de reincidencias, constato que el proyecto está 
muy por debajo de la reincidencia común en el país, que hay una inquietud de los presos en el sentido 
de que de 240 quejas, 41 están vinculadas a dicho proyecto en el que existe preocupación por el 
trabajo y la educación. Quiero señalar que esa visión crítica inicial se está transformando en una visión 
de apoyo total a esa iniciativa, porque la realidad es la que manda. 


Sin embargo, quisiera destacar que los numerosos planteamientos que el señor Comisionado 
ha hecho -más de cuarenta planteos, la mayoría de ellos de traslados, pero no solo relacionados con 
ese tema- apenas en tres oportunidades fueron rechazados por las autoridades competentes, lo cual 
ratifica la oportunidad, la conveniencia y lo exitoso que ha sido ese contacto personal con los reclusos. 
Me parece que este aspecto es digno de ser destacado. 


Finalmente, señalo que uno de los temas que discutimos en ocasión de la designación del 
doctor Garcé fue hasta dónde llegaba la competencia del Comisionado Parlamentario con respecto a 
las cárceles que hoy atienden a los jóvenes nuestros que han cometido delitos. Quisiera que esta 
Comisión lo agende como tema de discusión, en función de lo que conteste el doctor Alvaro Garcé, 


porque algunos especialistas que opinaron sobre ese tema -no todos- señalaron favorablemente que el 
Comisionado Parlamentario tenía competencias sobre ese capítulo de detención. Quiero ponerlo en la 
agenda porque, en función de todo lo que se ha discutido en los últimos tiempos sobre la calidad de la 
detención de los jóvenes, en lo personal me gustaría que el Comisionado Parlamentario nos diese una 
visión objetiva, imparcial, no política sobre esa situación. 


SEÑOR GARCE.- Señor Presidente: respecto al tema de la competencia del Comisionado para 
entender en la privación de libertad de los menores, debo decir que creo que allí es donde se revela 
más claramente cómo la intención del Legislador, a veces, no corresponde con el resultado objetivo, 
con la norma. Es algo que los juristas han discutido en Filosofía del Derecho por lo menos desde 
comienzos del siglo XIX en adelante, es decir, cómo el resultado objetivo, la ley, tiene una especie de 
vida independiente más allá de lo que es la voluntad del creador. No hay ninguna duda sobre cuál fue 
la intención, el espíritu, del doctor Díaz Maynard y de todos quienes bregaron por la creación de la 
institución; creo que deberíamos destacar también la participación que al respecto tuvo el ex 
representante señor Guillermo Chifflet y toda la Comisión de Derechos Humanos de la pasada 
Legislatura, que fue donde se aprobó esta norma, en agosto de 2003. No cabe duda que la intención 
fue atender la situación de privación de libertad de los mayores imputables; ahora bien, en cuanto la 
norma refiere a la situación de las personas privadas de libertad por decisión judicial, no cabe duda que 
el término daría pie -ni siquiera es una interpretación extensiva, sino gramatical, literal- para la 
intervención en el tema de menores. Allí voy a estar a lo que resuelvan los señores Legisladores. Si a 
juicio de los Legisladores el Comisionado tiene que entender en ese tema, habrá que trabajar en ese 
aspecto; si se entiende que es oportuno que la institución siga trabajando como hasta ahora, en el 
segmento de la privación de libertad de los mayores de edad, trabajaremos exactamente en los 
mismos términos que hasta ahora. De alguna manera se trata de un tema que deberán discutir los 
señores Legisladores y por parte de este asesor solamente se dará cumplimiento a lo que ellos 
resuelvan al respecto. 


SEÑOR MUJICA.- Señor Presidente: creo que la Comisión ha entrado en las zonas de temática que 
personalmente quería plantear. Me parece muy importante que se constituya la Comisión y también 
creo esencial que una parte de su trabajo sea el seguimiento de la casuística, ya se trate de un 
traslado polémico o lo que fuere. 


Asimismo entiendo que sería un desperdicio que nos quedáramos estrictamente en eso 
cuando tenemos por delante el seguimiento de un sector de la población y de la institucionalidad que 
está en una crisis permanente, sobre todo cuando algunos pensamos que tiene perspectivas difíciles 
de encarar a futuro. 


Estoy convencido de que el hacinamiento es el principal enemigo de cualquier política de 
trabajo serio de largo plazo con los presos, tal vez sólo equiparable a lo que puede ser la corruptibilidad 
del sistema de seguridad que rodea al preso y unos y otros terminan siendo círculos viciosos que 
impiden que se realice cualquier tipo de política. A su vez, si bien entiendo -todos lo esperamos, 
supongo- que la Policía aumente su eficacia en el combate contra la criminalidad, es esperable que la 
población carcelaria no tenga una curva descendente en el corto plazo. Por lo tanto, me da la 
impresión de que en los temas a futuro, en los que tendríamos que propiciar un ámbito de reflexión 
parlamentario importante, estaría el de pensar en una forma para encarar esa situación inmediata que 
a mediano y largo plazo vamos a tener. Desde ya incluyo, además, el tema de los menores, porque la 
minoridad que tiene privación de libertad por medidas de seguridad, etcétera, forma parte de ese 
complejo o de esa subcultura del crimen, como alguno de nosotros la hemos denominado, que está en 
la base de la sensación de inseguridad y de la inseguridad real que se tiene hoy en día. 


Por mi parte, intentaré contribuir a que en este ámbito Parlamentario, la Comisión -sin dejar 
de lado todo el trabajo puntual que tiene a su cargo el Comisionado y más allá de su interlocución con 
él- sea el lugar donde podamos empezar a pensar y discutir -probablemente, teniendo en cuenta los 
insumos que nuestro invitado nos pueda dar, que seguramente van a ser muy importantes- qué 
hacemos con este sector de la vida nacional, que representa un problema complejo y estructural para 
el país. Cuando digo “estructural” estoy pensando que, probablemente, en él se resumen problemas de 
distinto tipo que terminan expresándose a través de la criminalidad, así como el tema de la población 
carcelaria y su tratamiento, que es una especie de consecuencia de todo esto y que creo que 
deberíamos encarar. 


En síntesis, quería expresar mi beneplácito en el sentido de que se comience a trabajar y, 
además, mi aspiración para que en nuestro programa de trabajo miremos hacia delante y definamos 
qué hacer con este sistema carcelario, con las condiciones de seguridad y con todo el gran tema de la 
seguridad interna, que tanto nos preocupa. 


SEÑOR GARCE.- Deseo manifestar que comparto plenamente la preocupación del señor Diputado. 


SEÑOR RODRIGUEZ.- Brevemente y en homenaje a lo que planteó el señor Senador Cid, deseo 
señalar que comparto con él la necesidad de que todos puedan expresarse. 


En realidad, cuando me anoté para hacer uso de la palabra lo hice pensando en algunos 
dichos de un señor Diputado que ahora se retiró de Sala. Realmente, me llamó la atención que en la 
Comisión se pudiera empezar a discutir a partir de un artículo publicado en la prensa, que muchos de 
nosotros ni siquiera leímos. En ese sentido, se me ocurrió comentar otro artículo de prensa, pero en 
virtud de que el señor Diputado se ha retirado, de ninguna manera quiero traer aquí ese tema, porque 
considero que no tiene lugar en esta discusión. Incluso, se mencionaba a algún sector del Frente 
Amplio, pero si vamos a comenzar a transitar por ese camino, tendríamos bastante para discutir. 


En función del giro que tomó la conversación a partir de las últimas intervenciones, quisiera 
expresar que comparto la preocupación planteada en el sentido de definir cuál es el rol de esta 
Comisión. Inclusive, algunos de los temas que tenemos que definir tienen que ver con la periodicidad 
de las reuniones. Asimismo, deseo manifestar que nuestra Comisión de Derechos Humanos de la 
Cámara de Diputados, concretamente, tiene ciertos cometidos que, de alguna forma, son muy similares 
a los que se han manejado en este ámbito y que se podría suponer son los de esta Comisión. Los 
cometidos de la Comisión de Derechos Humanos son los siguientes: derechos humanos en general, 
civiles e individuales, prevención del abuso y la violencia contra la mujer y el niño, problemas de 
discriminación racial, religiosa o cultural, sistema y régimen carcelario. Me gustaría que la necesidad de 
definir claramente cuál va a ser el rol de esta Comisión formara parte de nuestra agenda. Digo esto 
porque, si el sistema carcelario será nuestro rol o cometido, debo advertir que la Comisión de la 
Cámara de Diputados que mencioné tiene la misma temática. 


SEÑOR MOREIRA.- Simplemente, en función de lo que señalaba el señor Diputado, quiero expresar 
que en el Senado no hay una Comisión de Derechos Humanos y, por lo tanto, no tenemos esa 
superposición de competencias. Incluso, en algún momento propusimos que la Comisión de Seguridad 
Pública se ocupara de estos temas, pero hoy por hoy no tenemos ninguna que aborde estos temas. 
Por lo tanto, este es un tema que no forma parte de la competencia de ninguna de las Comisiones del 
Senado. 


Quisiera referirme ahora a lo que ha expresado el Comisionado con relación al planteo del 
señor Senador Cid en torno al tema de la minoridad, la privación de libertad y los establecimientos 
donde se encuentran estos menores. En mi opinión, se trata de un tema en el que tendríamos que 
revisar los antecedentes y el espíritu de la Ley, a los efectos de situarnos bien porque tiene un alcance 
enorme -ivaya si lo tiene!, pues se trataría de incursionar, además de los establecimientos para 
mayores, en aquellos donde están privados de su libertad los menores. 


Entonces, me parece -repito- que deberíamos ser muy cuidadosos, estudiar los antecedentes 
y el espíritu de la Ley, a los efectos de saber si estamos pisando en terreno firme. 


¡Vaya si tiene trabajo el señor Comisionado con los mayores como para agregarle todavía la 
situación de la minoridad! Obviamente, su tarea se complicaría. Pero, por cierto, por su indisoluble 
conexión con la situación de la seguridad pública, con el tema de la rehabilitación, la reinserción y la 
reeducación -cuya conexión con los niveles de seguridad pública a los que todos aspiramos, es 
indiscutible- no podemos excluir a la minoridad. Uno de los grandes ingredientes del que se nutre este 
tema es la situación de los menores infractores, entre éstos, no solo los adolescentes, sino también los 
propios niños. 


Entonces, si pensáramos en armonizar todo, me parece que sería conveniente incluir este 
tema, por supuesto, luego del estudio correspondiente. 


SEÑOR LORENZO.- Quiero proponer que en la próxima sesión de la Comisión el primer tema sea éste 
y, al mismo tiempo, adelantar algún concepto. Creo que no hay ninguna superposición de 
competencias entre la Comisión de la Cámara de Representantes y la de la Asamblea General. Por 
otra parte, hay una definición institucional clara de la Comisión de Derechos Humanos con relación a la 
tarea parlamentaria y, otra, en función de esta institución novedosa -por lo menos en el Uruguay- 
vinculada al Comisionado Parlamentario. Entonces, lo que puede hacer el Comisionado, en definitiva, 
tiene que ser objeto de lo que esta Comisión debe considerar. 


Asimismo, quiero rememorar una afirmación que hice en una conferencia hace un tiempo en 
el sentido de que, en mi opinión, el Comisionado tiene competencia en los centros de reclusión de 
menores. Por eso, planteo que en la próxima sesión, haciendo los deberes correspondientes, 
analicemos qué tipo de acciones tenemos que desarrollar. 


SEÑOR BERNINI.- No tengo afán de demorar ni de generar un debate y desde ya adelanto que voy a 
hablar con horizontalidad. 


En lo que me es personal, tengo algún tipo de reparo en torno a esa visión extensiva que se 
puede dar respecto al tema de los menores, no sólo porque la Ley que crea la institución siempre hace 
referencia a autoridades carcelarias, sino porque distingo claramente que un menor no comete un 
delito, en todo caso, incurre en una infracción. Inclusive, hay un bagaje de leyes y normas que se 
incluyen para su análisis y atención. Una cosa es hablar de la institución Dirección Nacional de 
Cárceles, de las cárceles del interior, de las dependencias del Ministerio del Interior, etcétera y, otra, es 
referirse a los menores, porque en todo caso un capítulo de la atención a ellos pasa por el tema de los 
menores infractores. Además, éstos dependen de otros organismos que se rigen por otras normas, 
entre ellas, un Código específico: el Código de la Niñez y la Adolescencia. 


No pretendo ubicarme a priori en contra de la búsqueda de alguna alternativa, pero quiero 
dejar claramente planteada mi opinión respecto a que, para analizar este tema, hay que hacerlo dentro 
de un contexto diferente e independientemente de la buena intención que tengamos todos para ver de 
qué manera se puede, a través de alguna figura, contribuir al respeto de los derechos de los jóvenes 
que han cometido algún tipo de infracción y que por ello están internados en una institución. 


Por lo tanto, simplemente intento hacer un llamado de atención en cuanto a que se incluya 
una serie de elementos que tendrían que formar parte del análisis. En este sentido, adelanto mi 
posición por cuanto no lo visualizo dentro de la misma órbita. 


Para terminar, quiero decir que me da la sensación de que en todo caso deberíamos juntar 
más elementos y analizarlos, sobre todo teniendo en cuenta que es un tema que hoy se encuentra en 
el tapete. Por lo tanto, pienso que no se deben tomar decisiones apresuradas y que el punto se tiene 
que analizar en sus justos términos. Además, debemos tener en cuenta que si bien la Cámara de 
Senadores no tiene una Comisión de Derechos Humanos, sí cuenta con una Comisión de Población, 
Desarrollo e Inclusión que naturalmente se ocupa de este tipo de situaciones, haciendo un símil con lo 
que puede ser la Comisión de Derechos Humanos de la Cámara de Representantes. No quiero abrir 
una polémica a este respecto, pero quería hacer la observación, porque escuché expresiones que iban 
en esa línea de razonamiento, que personalmente no niego. Simplemente quiero poner estos otros 
elementos arriba de la mesa para tomarlos en cuenta en su oportunidad. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Para finalizar la sesión, quiero expresar que esta ha sido una jornada 
interesante donde hemos podido escuchar al Comisionado Parlamentario hablar sobre las actividades 
que ha desarrollado en este tiempo. Esta es la primera oportunidad que él tiene de concurrir a una 
Comisión Parlamentaria y también nosotros de escuchar lo que tiene que ver con su labor. 


Creo que todos los planteos han sido importantes y entre ellos quiero incluir -si bien estaba 
fuera de lo previsto- el realizado por el señor representante Abdala. A este respecto quiero decir que 
quien habla había leído la revista y no tengo ninguna duda de que cuando salgamos de la reunión la 
prensa nos va a preguntar más sobre este tema que sobre cualquiera de los otros. Pienso que la 
afirmación que se hace en la revista es lo suficientemente grave como para ser comentada por esta 
Comisión con la presencia del Comisionado Parlamentario. Es más, tal vez si el señor representante 
Abdala no lo hubiera traído a colación, lo hubiera hecho quien habla, porque sentía que era necesario 
darle la posibilidad al Comisionado Parlamentario de brindar una respuesta. 


Por otro lado, han quedado planteados en la Comisión algunos temas para su agenda futura. 
Uno de ellos lo ha realizado el señor Senador Penadés y creo que la Comisión debe analizarlo puesto 
que se trata de una solicitud de uno de sus integrantes. El tema es si forma parte de la tarea del 
Comisionado Parlamentario gestionar traslados de cárceles. Insisto en que este es un asunto que 
debemos analizar y probablemente habrá posiciones encontradas a ese respecto. 


Otro debate que está planteado es si el alcance de la actividad del Comisionado 
Parlamentario debe llegar a los menores infractores que están bajo la órbita del INAU. 


Quiero aclarar que quien habla tiene posición formada sobre ambos temas y si no la ha dado 
en este caso es porque la deja para cuando se abra el debate. 


Sólo resta despedir al señor Comisionado Parlamentario, a quien le agradecemos su 
presencia en el día de hoy. 


No habiendo más asuntos que tratar, se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 18 y 03 minutos) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


